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Época: Décima Época  

Registro: 2022908  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de marzo de 2021 10:29 h  

Materia(s): (Penal, Constitucional)  

Tesis: 1a. XII/2021 (10a.)  
 
PROHIBICIÓN DE OTORGAR BENEFICIOS DE LIBERTAD PREPARATORIA A LOS SENTENCIADOS POR 
EL DELITO DE SECUESTRO. EL ARTÍCULO 19, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY GENERAL PARA 
PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, REGLAMENTARIA DE LA 
FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL QUE LO PREVÉ, NO TRANSGREDE 
LOS DERECHOS DE IGUALDAD, REINSERCIÓN SOCIAL Y DIGNIDAD HUMANA. 
 
Hechos: Se radicó una causa penal en contra de una persona por el delito de secuestro agravado; 
seguido el procedimiento penal, el Tribunal del Juicio Oral dictó sentencia condenatoria negándole 
todo beneficio de ley, la resolución fue recurrida en casación modificándola. En contra de esta 
resolución se promovió amparo directo en el que se planteó, entre otras cuestiones, la 
inconstitucionalidad del artículo 19, párrafo primero, de la Ley General para Prevenir y Sancionar 
los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del Artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El Tribunal Colegiado de Circuito consideró 
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que el precepto impugnado no vulneraba los principios de igualdad, reinserción social y dignidad 
humana. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
artículo 19, párrafo primero, de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de 
Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, no transgrede los derechos de igualdad, reinserción social y dignidad humana. 
 
Justificación: La negativa de otorgar beneficios preliberacionales no implica una violación a las 
medidas previstas en el artículo 18 de la Constitución General para lograr la reinserción social del 
sentenciado, pues su otorgamiento no es una obligación constitucional, por el contrario, se trata de 
una facultad para el legislador ordinario quien, por razones de política criminal, consideró que no 
en todos los casos debían concederse dichos beneficios. Tampoco se vulnera el principio de 
igualdad, ya que esa negativa no constituye una discriminación por exclusión que atente contra los 
derechos fundamentales, sino una distinción introducida por el legislador que se justifica 
razonablemente en la mayor relevancia penal, así como en el impacto más grave que tiene el delito 
de secuestro en la afectación a la seguridad y a la salud públicas como bienes jurídicos protegidos 
por las normas penales. Por último, la prohibición de otorgar los beneficios aludidos no vulnera el 
principio de dignidad humana, en virtud de que no puede sostenerse que de la aplicación o 
inaplicación de aquéllos dependa la debida salvaguarda de ese principio, por el contrario, dicha 
prohibición presupone la existencia de un proceso criminal debidamente concluido, que ha llevado 
a la autoridad judicial a imponer una sentencia condenatoria en contra de una persona que debe 
compurgar una pena de prisión determinada de acuerdo con las leyes aplicables y las circunstancias 
que singularizaron el caso concreto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1074/2017. 2 de mayo de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
 
Amparo en revisión 1093/2019. 10 de junio de 2020. Mayoría de cuatro votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Santiago J. Vázquez Camacho. 
 
Amparo directo en revisión 4295/2019. 28 de octubre de 2020. Mayoría de cuatro votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2022890  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de marzo de 2021 10:29 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XIII/2021 (10a.)  
 
DERECHO HUMANO A LA SALUD. LA ASISTENCIA MÉDICA Y EL TRATAMIENTO A LOS PACIENTES 
USUARIOS DE ALGUNA INSTITUCIÓN QUE INTEGRE EL SISTEMA NACIONAL DE SALUD, DEBEN 
GARANTIZARSE DE FORMA OPORTUNA, PERMANENTE Y CONSTANTE. 
 
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra de la omisión de un Hospital 
Regional del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) de entregarle oportunamente el 
medicamento que requiere para el control de la enfermedad que padece. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que las 
autoridades del Estado que se encuentren directamente obligadas a garantizar el derecho humano 
a la salud deben brindar asistencia médica y tratamiento a sus pacientes usuarios de forma 
oportuna, permanente y constante; este último, además, debe ser entregado tomando en cuenta 
su estado de salud, así como sus requerimientos médicos y clínicos, tomando particular importancia 
cuando se trata de padecimientos en los que el éxito del tratamiento dependa, principalmente, del 
óptimo cumplimiento en la toma de medicamentos, es decir, en aquellos casos en los que la 
adherencia deficiente al tratamiento sea determinante para la progresión de la enfermedad. 
 
Justificación: Ello, pues la lucha contra las enfermedades, en términos amplios, representa la 
práctica de esfuerzos individuales y colectivos del Estado para facilitar la creación de condiciones 
que aseguren a las personas asistencia y servicios médicos, lo cual no se limita al acceso igual y 
oportuno a los servicios de salud básicos preventivos, curativos y de rehabilitación, sino también al 
tratamiento apropiado de enfermedades, afecciones, lesiones y discapacidades. Esto como parte 
del estándar de protección del derecho humano a la salud, reconocido en los artículos 4o., párrafo 
cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 25 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, 5 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial, 11 y 12 de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer y 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 226/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo 
Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
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Amparo en revisión 227/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Juan Jaime González 
Varas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022889  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de marzo de 2021 10:29 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XV/2021 (10a.)  
 
DERECHO HUMANO A LA SALUD. EL ESTADO TIENE LA OBLIGACIÓN DE ADOPTAR TODAS LAS 
MEDIDAS NECESARIAS HASTA EL MÁXIMO DE LOS RECURSOS DE QUE DISPONGA PARA LOGRAR 
PROGRESIVAMENTE SU PLENA EFECTIVIDAD. 
 
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra de la omisión de un Hospital 
Regional del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) de entregarle oportunamente el 
medicamento que requiere para el control de la enfermedad que padece el cual, por su parte, se 
limitó a justificar esa falta de entrega por la inexistencia física del medicamento. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en aras 
de garantizar el derecho humano a la salud, el Estado debe adoptar las medidas necesarias, hasta el 
máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios 
apropiados, su plena efectividad. En esa tesitura, tiene la carga de la prueba de demostrar que 
realizó el esfuerzo para utilizar todos los recursos que están a su disposición para satisfacer, con 
carácter prioritario, sus obligaciones mínimas requeridas en materia de salud. 
 
Justificación: Lo anterior, en virtud de la diferencia entre la "incapacidad" y la "renuencia" del Estado 
a cumplir con dicha garantía, en atención a que la "incapacidad" del Estado para garantizar el 
derecho humano a la salud parte de su obligación de adoptar las medidas necesarias, hasta el 
máximo de los recursos de que disponga, o bien, justificar que se ha hecho todo lo posible por 
utilizar todos los recursos de que dispone para garantizar ese derecho; mientras que la "renuencia" 
del Estado se presenta cuando no está dispuesto a utilizar el máximo de los recursos de que 
disponga para dar efectividad al derecho a la salud, violando entonces las obligaciones que ha 
contraído en virtud del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. De ahí que las violaciones del derecho a la salud pueden producirse por no adoptar las 
medidas necesarias que emanan de las obligaciones legales, como no contar con políticas o 
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legislación que favorezca el nivel más alto de salud posible, o no hacer cumplir las leyes existentes 
en la materia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 226/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo 
Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Amparo en revisión 227/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Juan Jaime González 
Varas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022868  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de marzo de 2021 10:29 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a. XI/2021 (10a.)  
 
ACUMULACIÓN DE PROCESOS EN MATERIA PENAL. SU RELACIÓN CON LOS PRINCIPIOS DE UNIDAD 
PROCESAL Y CONCENTRACIÓN. 
 
Hechos: Se radicó una causa penal en contra de una persona por el delito de secuestro agravado; 
seguido el procedimiento penal, el Tribunal del Juicio Oral determinó de manera oficiosa acumular 
diversos procesos penales de su índice para substanciar un único juicio oral; el referido Tribunal 
dictó sentencia condenatoria, la cual fue recurrida en casación modificándola. En contra de esta 
resolución se promovió amparo directo en el que se planteó, entre otras cuestiones, la 
inconstitucionalidad del artículo 102 del Código Procesal Penal para el Estado de Oaxaca (abrogado). 
El Tribunal Colegiado de Circuito al resolver, consideró que el precepto impugnado no vulneraba los 
principios de igualdad, contradicción e imparcialidad. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
acumulación de procesos se encuentra íntimamente relacionada con los principios de unidad 
procesal y concentración. 
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Justificación: El principio de unidad procesal aprueba que los hechos sean investigados bajo una 
misma causa penal, siempre que no exista alguna condición que haga variar la situación jurídica de 
los investigados, imputados o acusados, así como por razones de competencia y delitos bajo 
investigación. De este principio deriva la figura de conexidad procesal, en virtud de la cual los delitos 
que tengan un vínculo, sea sustancial o procesal, se investigarán y juzgarán conjuntamente y, por 
ende, serán objeto de una misma sentencia. Por su parte, el principio de concentración consiste en 
que las audiencias se lleven a cabo de forma continua, sucesiva y secuencial, a fin de agilizar y hacer 
expedito todo el proceso, pues por una parte abonará a que se desarrolle en el menor número de 
audiencias y, por otra, que el juzgador pueda realizar la verificación total de los argumentos del 
debate y las pruebas desahogadas, de manera concentrada. Así, en relación con el proceso 
acusatorio, la acumulación de las causas penales atiende a los referidos principios de unidad 
procesal y concentración en la medida en que permite que los mismos hechos sean materia de 
debate en un único juicio, no obstante existan diversos imputados, en aras de reducir el número de 
actuaciones penales por el mismo comportamiento o por varios delitos en conexidad, ya que 
contribuye a la realización del derecho de defensa de las personas investigadas, acusadas o juzgadas 
en tanto asegura la concentración de sus esfuerzos para lograr una defensa adecuada; también los 
derechos de las víctimas se ven favorecidos, en virtud de que pueden formular sus pretensiones de 
verdad, reparación y justicia, en relación con diversos acusados; además, dota de eficacia y celeridad 
al proceso, optimizando los esfuerzos y recursos invertidos por las partes, intervinientes y 
autoridades judiciales en materia probatoria; y, evita la adopción de decisiones contradictorias 
frente a los mismos hechos, conforme al derecho de seguridad jurídica. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4295/2019. 28 de octubre de 2020. Mayoría de cuatro votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 

ABRIL 
 
 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022963  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de abril de 2021 10:13 h  

Materia(s): (Penal, Constitucional)  

Tesis: 1a. XVI/2021 (10a.)  
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SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LA PROHIBICIÓN AL JUZGADOR PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, DE TRATAR ASUNTOS 
SUJETOS A PROCESO CON CUALQUIERA DE LAS PARTES SIN QUE ESTÉ PRESENTE LA OTRA, 
CONSTITUYE UNA GARANTÍA PARA SALVAGUARDAR LOS PRINCIPIOS DE CONTRADICCIÓN E 
IMPARCIALIDAD. 
 
Hechos: En la audiencia de juicio oral, el tribunal tomó un receso a fin de que dos de las juzgadoras 
que lo integraban se entrevistaran con una niña, en su calidad de víctima, para poder constatar su 
estado emocional y la viabilidad de que emitiera su declaración. Seguido el proceso, el imputado 
fue sentenciado bajo el sistema penal acusatorio. Al fallarse el juicio de amparo directo, el Tribunal 
Colegiado de Circuito sostuvo que no existió una violación a la fracción VI del apartado A del artículo 
20 de la Constitución General, pues en su interpretación, cuando la víctima sea un niño, niña o 
adolescente, el tribunal debe sostener un encuentro en privado y anterior a la comparecencia, por 
lo que el encuentro entre el tribunal y la niña fue exclusivamente para conocer su estado emocional 
y la factibilidad para que emitiera su declaración, lo que no viola los principios de imparcialidad y 
contradicción. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte que la 
fracción VI del apartado A del artículo 20 de la Constitución General establece una regla clara: El 
juzgador penal tiene vedado tratar asuntos sujetos a proceso con cualquiera de las partes sin que 
esté presente la otra; restricción que se impuso necesaria para salvaguardar fundamentalmente los 
principios de contradicción e imparcialidad, ya que su actuación debe regirse esencialmente por 
estos principios, lo que le permite ser un observador de la contienda que debe desarrollarse en 
igualdad de condiciones para el acusador y la defensa, estar presente en todas las diligencias 
judiciales, a fin de generarse una convicción propia de los hechos sometidos a debate, y ser tercero 
vigilante de las reglas procesales. 
 
Justificación: De la literalidad de la norma se aprecia que esta regla tiene como finalidad preservar 
el principio de contradicción. Además, de una interpretación teleológica, atendiendo al 
procedimiento legislativo de reforma constitucional de junio de 2008, se desprende que el propósito 
de esta regla es evitar que el Juez sesgue su criterio, lo que se traduce en una garantía de contar con 
un juzgador imparcial, y permite maximizar el cumplimiento del derecho a contar con un Juez 
imparcial, reconocido en el artículo 17 constitucional. De ahí que bajo el principio de contradicción, 
cualquier medio de prueba que se produzca en juicio debe poder refutarse, pues resulta imperativo 
respetar la igualdad procesal de las partes para sostener la acusación o defensa, lo que implica que 
los argumentos y elementos de prueba que se presenten, se desarrollarán de manera pública, 
contradictoria y oral. Así, está vedado a las partes tratar asuntos con el juzgador en forma 
individualizada, por lo que se requiere la presencia de la contraparte, salvo las excepciones 
constitucionalmente previstas. Además, esta prohibición establecida en la Constitución, cuya 
racionalidad se encuentra en la necesidad de preservar la imparcialidad del Juez del conocimiento, 
tiene el objetivo de evitar contaminaciones que deriven en prejuicios o preconcepciones que se 
materialicen en un sesgo al momento de impartir justicia, regla que se proyecta sobre el juzgador 
de primera instancia que conoce de los asuntos sujetos a proceso. Así, el hecho de que esta regla se 
encuentre incorporada en la Constitución tiene la finalidad de salvaguardar la imparcialidad de 
quienes imparten justicia sin necesidad de sujetarla a prueba, pues es una prohibición expresa –
salvo las excepciones que el legislador disponga–. En consecuencia, la sola infracción a la norma 
constitucional implica la presunción de que se perdió la imparcialidad por parte de quienes imparten 
justicia. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6888/2018. 14 de octubre de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de abril de 2021 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022962  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de abril de 2021 10:13 h  

Materia(s): (Penal, Constitucional)  

Tesis: 1a. XVII/2021 (10a.)  
 
SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. CONSECUENCIAS DE LA INFRACCIÓN A LA 
PROHIBICIÓN A LA PERSONA JUZGADORA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN 
VI, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, DE SOSTENER ENTREVISTAS CON CUALQUIERA DE LAS PARTES 
SIN QUE ESTÉ PRESENTE LA OTRA, EN JUICIOS BAJO SU CONOCIMIENTO, Y EXCEPCIONES A LA 
MISMA. 
 
Hechos: En la audiencia de juicio oral, el tribunal tomó un receso a fin de que dos de las juzgadoras 
que lo integraban se entrevistaran con una niña, en su calidad de víctima, para poder constatar su 
estado emocional y la viabilidad de que emitiera su declaración. Seguido el proceso, el imputado 
fue sentenciado bajo el sistema penal acusatorio. Al fallarse el juicio de amparo directo, el Tribunal 
Colegiado de Circuito sostuvo que no existió una violación a la fracción VI del apartado A del artículo 
20 de la Constitución General, pues en su interpretación, cuando la víctima sea un niño, niña o 
adolescente, el tribunal debe sostener un encuentro en privado y anterior a la comparecencia, por 
lo que el encuentro entre el tribunal y la niña fue exclusivamente para conocer su estado emocional 
y la factibilidad para que emitiera su declaración, lo que no viola los principios de imparcialidad y 
contradicción. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
fracción VI del apartado A del artículo 20 de la Constitución General prohíbe a la persona juzgadora, 
en el sistema penal acusatorio, tratar asuntos sujetos a proceso con cualquiera de las partes sin que 
esté presente la otra; de ahí que de contravenirse dicha prohibición, se consideran violadas las leyes 
del procedimiento penal, con trascendencia a las defensas del quejoso, en términos del artículo 173, 
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apartado B, fracción VII, de la Ley de Amparo, lo que amerita ordenar la reposición del 
procedimiento. 
 
Justificación: El legislador constitucional previó una regla tal que, de ser infringida, trae como 
consecuencia la pérdida de imparcialidad de los integrantes del tribunal lo que amerita, según la Ley 
de Amparo, ordenar la reposición del procedimiento al estimarse que se violaron las leyes 
fundamentales con trascendencia a las defensas del quejoso. También el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, en su artículo 482, fracción VI, dispone como causa de reposición del 
procedimiento, cuando la sentencia hubiere sido pronunciada por un tribunal de enjuiciamiento que 
no garantice su imparcialidad. Además, cuando la norma se refiere a la prohibición de "tratar 
asuntos que estén sujetos a proceso", abarca tanto aspectos jurídicos que deberán resolverse en el 
caso –acreditación del delito y responsabilidad penal– como cualquier tipo de acercamiento para 
tratar aspectos fácticos o circunstanciales con alguna de las partes procesales, sin que se encuentre 
presente la otra, ya que dicho encuentro o comunicación podría sesgar el criterio del juzgador. Por 
último, la norma constitucional dispone que esta regla será aplicable salvo "las excepciones que 
establece esta Constitución", y si bien en el texto constitucional no se advierte ninguna excepción 
formulada de manera expresa, de los trabajos legislativos se hace patente la intención del legislador 
de que las excepciones se refirieran a aquellas diligencias que solicite el Ministerio Público y que 
sean necesarias para garantizar la efectividad de la investigación. Así, a partir de la naturaleza de las 
figuras jurídicas reconocidas en la Constitución General, dentro del sistema penal acusatorio, se 
puede concluir que se refieren a aquellos supuestos de solicitud de orden de aprehensión, cateo, 
arraigo, intervención de comunicaciones privadas y geolocalización, dada la secrecía que esas 
actuaciones requieren; supuestos que son desarrollados de manera más amplia en el Código 
Nacional de Procedimientos Penales ya que, como regla general, el código dispone que los actos 
procedimentales se desarrollarán mediante audiencias que se realizarán con la presencia de quienes 
integren el órgano jurisdiccional y de las partes que intervienen en el proceso, salvo disposición en 
contrario. Como excepción a esa regla, se encuentran las solicitudes de órdenes de comparecencia 
o de aprehensión, cateo, intervención de comunicaciones privadas y localización geográfica, que 
pueden realizarse en audiencia privada con el Juez de Control; también las solicitudes de arraigo 
que, bajo la legislación aplicable, puede plantearse en audiencia privada con presencia únicamente 
del Ministerio Público. Bajo el entendimiento de esta Sala, los supuestos de excepción a la regla 
constitucional se encuentran acotados a la realización de audiencia privada sin que esté presente la 
otra parte sólo en estos casos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6888/2018. 14 de octubre de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de abril de 2021 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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CARTA FACTURA. CUANDO SE CONCATENE CON OTROS MEDIOS DE PRUEBA PUEDE ACREDITAR 
LA PROPIEDAD DE UN VEHÍCULO AUTOMOTOR EN UN JUICIO DE TERCERÍA EXCLUYENTE DE 
DOMINIO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si en los procedimientos de 
tercería excluyente de dominio, la carta factura podía o no tener valor probatorio para demostrar 
la propiedad de los vehículos que fueron materia de embargo, en consideración a las características, 
temporalidad y finalidades por las que era expedido ese documento. 
 
Criterio jurídico: Ante la imposibilidad de exhibir la factura, la carta factura adminiculada con otros 
medios de prueba puede acreditar la titularidad sobre un vehículo automotor materia de una 
tercería excluyente de dominio, resultando insuficiente por sí misma. 
 
Justificación: Para determinar el valor convictivo que puede generarle al juzgador la carta factura 
para la demostración de la propiedad de un vehículo automotor, al emplear las reglas de la 
racionalidad general y de la experiencia, debe considerar las posibilidades fácticas de que, quien se 
ostente como su propietario, pueda exhibir la factura del mismo. Por lo que para tal efecto, este 
último deberá proporcionar los medios de prueba necesarios para acreditar tanto las condiciones o 
modalidades en que obtuvo esa propiedad (compraventa de contado, a través de un crédito, 
etcétera), como las circunstancias por las que la aludida factura está en posesión de otra persona o 
incluso, ha sido extraviada o destruida. Ello, a fin de que con base en esos medios de prueba, el 
juzgador esté en aptitud de determinar si era o no exigible la presentación de la factura y, en su 
defecto, pueda la carta factura generar un mayor grado de certeza sobre la titularidad del vehículo. 
Lo anterior, al margen de la temporalidad de la carta factura pues lo relevante es que sobre los fines 
administrativos a los que podría estar ligada a esa temporalidad, está la posibilidad de que quien 
verdaderamente sea el propietario de un automóvil pueda demostrarlo, no obstante la 
imposibilidad justificada de exhibir la factura respectiva o, incluso, una carta factura más reciente. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 185/2020. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis 
Mauricio Rangel Argüelles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
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El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 743/2019, en el que sostuvo que la naturaleza de la carta 
factura era la de un título de propiedad cuya fuente era un contrato de compraventa a plazos y, por 
ende, si una persona adquiría un vehículo y le era entregada una carta factura, porque aún no 
pagaba el total del precio, ese hecho, ordinariamente, indicaba que el acto jurídico fuente del 
documento fue un contrato de compraventa conforme con el cual se transfería la propiedad; y, 
 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito al resolver el 
amparo directo 300/2009, que dio origen a la tesis aislada I.4o.C.186 C (10a.), de título y subtítulo: 
"CARTA FACTURA. POR REGLA GENERAL ES INSUFICIENTE PARA ACREDITAR LA PROPIEDAD DE UN 
VEHÍCULO AUTOMOTOR."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXI, enero de 2010, página 2017, con número de registro digital: 165603. 
 
Tesis de jurisprudencia 4/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de diecisiete de febrero de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de abril de 2021 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de abril de 2021, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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